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Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza
“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 62 bis a la de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.
· En materia de derechos humanos y derecho penal, mediante la cual propone establecer que se requiera el voto de las dos terceras partes de los Diputados presentes, cuando se trate de iniciativas de leyes o decretos en materia de restricción, cancelación, derogación o abrogación de normas que contengan derechos humanos; así como en los casos de creación de nuevos delitos.

Planteada por la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 11 de Septiembre de 2018.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen:
Fecha de la Declaratoria:

Decreto No. 

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 62 BIS DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTA LA DIPUTADA CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO” DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, EN MATERIA DERECHOS HUMANOS Y DERECHO PENAL.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE.

La suscrita Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta soberanía la siguiente iniciativa por la que se reforma el artículo 62 bis de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de derechos humanos y derecho penal, con base en la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
En febrero de 2014, los Diputados José Refugio Sandoval Rodríguez del Partido Verde Ecologista de México, Simón Hiram Vargas Hernández del Partido de la Nueva Alianza, Norberto Ríos Pérez del Partido Primero Coahuila, Samuel Acevedo Flores del Partido Socialdemócrata, Fernando Simón Gutiérrez Pérez del Partido Acción Nacional, Eliseo Mendoza Berrueto del Partido Revolucionario Institucional y Norma Alicia Delgado Ortiz del Partido Unidad Democrática de Coahuila, es decir, todos los grupos y fracciones parlamentarias de aquella legislatura hicieron una propuesta de reforma constitucional que adicionó el artículo 62 bis de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza. La cual tuvo como eje principal el establecer las materias en las cuales el Congreso del Estado, debería de contar con una mayoría calificada para efectos de modificar la norma. 

Entre los argumentos que esgrimieron los diputados en aquella ocasión para justificar la norma encontramos tres principales: 

· El primero, “Implementar mecanismos dentro del proceso legislativo que permitan una participación más activa de las minorías, permitiendo que el resultado de dicho proceso atienda las distintas visiones y opiniones de las ideologías del estado”.
· El segundo, destacaba la tendencia internacional en la cual parlamentos europeos como el de Francia y España, estaban implementando en sus normas jurídicas mayorías calificadas de al menos 65% de sus miembros. 
· Finalmente, la iniciativa se planteó como una manera de generar estabilidad política en el Estado, pues en la exposición de motivos de los promoventes de la reforma se lee  “ [con la estabilidad política] se alcanza la tranquilidad, el orden y la justicia social, lo cual generará entre otras cosas certeza jurídica, profesionalización de las instituciones, y permitirá que al exterior, se conozca al Estado como poseedor de un marco jurídico estable que brinde seguridad a aquellos que pretendan realizar inversiones en su territorio”.

Consideramos que los argumentos vertidos son válidos desde una perspectiva política y social, sin embargo, la exposición de motivos que adicionó en el año 2014 el artículo 62 bis de la Constitución Local, carece de fundamentación jurídica al menos en los casos referentes a la materia penal y de derechos humanos. 

Según  el Constitucionalista de la UNAM, Héctor Fix Zamudio, las leyes mexicanas se pueden dividir en: orgánicas, reglamentarias y ordinarias. Las orgánicas como sabemos son todas aquellas que regulan a los poderes públicos (Ejecutivo, Legislativo, Judicial) así como organismos constitucionales autónomos. Las reglamentarias por otro lado se encargan de normar artículos constitucionales, tal es el caso de la Ley Federal del Trabajo, como reglamentaria del artículo 123 o bien la Ley General de Profesiones como reglamentaria del artículo 5º. Finalmente las leyes ordinarias son aquellas que regulan la materia común como sería el derecho civil y penal. 

Al ser  materia común, en principio no habría justificación para que las leyes ordinarias tuvieran un proceso legislativo extraordinario como lo es la exigencia de una mayoría calificada, de hecho, muy pocas legislaciones en nuestro país exigen mayorías calificadas para poder reformar los códigos penales pues entienden que es una materia de carácter común. 
Debe quedar claro que no estamos en contra de la reforma que se hizo en 2014, sin embargo, consideramos que al existir una obligación de mayoría calificada para reformar el código penal, ésta sólo debe subsistir para el caso de aprobar nuevos tipos penales, entendiendo que nuestro sistema constitucional busca la reinserción social más que la venganza pública, por lo que siguiendo a uno de los grandes penalistas del Estado, Antonio Belchermann Arizpe, la norma penal debe ser la última ratio, es decir, el último mecanismo para enfrentar un problema social. 

Por otro lado, en los términos en los que está redactado el artículo 62 bis de la Constitución Local, se presenta una flagrante violación al principio de progresividad de los derechos fundamentales que establece el artículo 1º constitucional. Lo anterior, debido a que se limita de manera innecesaria, excesiva y desproporcionada, la facultad de aprobar normas que creen, refuercen y extiendan nuevos derechos para la ciudadanía, dado que para su eficacia se necesita una mayoría calificada. 
Justamente, el 1º de agosto de este año, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió en la Acción de Inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16, 17 y 19/2017 que las entidades federativas tenían la capacidad de ampliar el catálogo de derechos humanos y ampliar los ya existentes. En la resolución en comento la Suprema Corte sostuvo:
“los derechos humanos en tanto principios jurídicos representan mandatos  que deben cumplirse en la mayor medida posible por lo que necesariamente admiten gradualidad o progresión en su debido cumplimiento. Vistos desde esta perspectiva, los derechos humanos también representan estándares mínimos cuyo grado de cumplimiento o consecución en un determinado contexto puede ser ampliado o potenciado por otras normas jurídicas más concretas”.  Tales como las que aprobamos en este Congreso.

Por esos motivos considero que la exigencia de mayoría calificada contraviene el principio de progresividad de los derechos humanos, ya que limita de manera excesiva la posibilidad de ampliar o potenciar los mismos en la norma jurídica coahuilense. 

Si bien es cierto que en su momento la adición del artículo 62 bis, buscó integrar a las minorías parlamentarias, hoy en día las condiciones políticas y sociales del país han cambiado, hoy somos un Congreso plural, con grupos equilibrados y más críticos, sin un partido dominante, por lo que, imponer la obligatoriedad de mayoría calificada a normas del orden común resulta desproporcionado. 

Finalmente, y por lo que respecta a las demás fracciones del artículo 62  bis de la Constitución Local,  consideramos que éstas si cumplen con el principio de proporcionalidad  al tratar temas de hacienda, fiscalización, deuda pública, derecho electoral y nombramiento de titulares de órganos autónomos. Pues estos si se justifican en base al principio de estabilidad que fue argumentado por los proponentes en el año 2014.
Por estas razones y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:

ÚNICO.- Se reforma el artículo 62 bis a la de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como siguen:

Artículo 62 Bis.- Para la aprobación de toda iniciativa de ley o decreto, se necesita el voto de la mayoría de los diputados.
Se requiere el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes, cuando se trate de:
I. Iniciativas de leyes o decretos en materia:

1) …
2) De restricción, cancelación, derogación o abrogación de normas que contengan derechos humanos.
3) …
4) ....

5) En los casos de creación de nuevos delitos, así como el aumento de las sanciones establecidas por la normativa penal.
6) ….

7) ….
8) …
9) ….
II. Las demás previstas en esta Constitución.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS.

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Por lo expuesto y fundado, ante esta soberanía respetuosamente solicitamos que las reformas presentadas sean votadas a favor.

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 11 de septiembre de 2018.
DIPUTADA

CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA.
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